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      El siglo XIX fue el de las revoluciones, no pocas de las cuales desembocaron en la creación de nuevos Estados nacionales. La primera revolución decimonónica, la más radical y la de mayor impacto por la importancia que alcanzaron sus efectos, fue la que ahora conocemos como la «revolución hispánica», ese proceso que al tiempo que llevó a España a convertirse en un Estado moderno provocó la desintegración de su imperio, pues dio lugar a las revoluciones de independencia de la América española y éstas, a su vez, llevaron a la formación de nuevas naciones.




      Los procesos emancipadores americanos constituyeron en buena medida una fase, fundamental y decisiva, de ese difícil y complejo tránsito a la modernidad que por entonces experimentó la monarquía española. Iniciado durante la segunda mitad del siglo XVIII con el ambicioso programa reformista con que los Borbones ilustrados pretendieron, de manera pacífica y paulatina, transformar a España en un Estado moderno, no se logró sino hasta décadas más tarde y sólo mediante un rápido y violento proceso de cambio en el que los reyes estuvieron notoriamente ausentes, que tuvo como marco un estado de guerra tanto en la Península como en América y en el que un programa de reformas se vio sustituido por un proyecto revolucionario. Frustrada la revolución desde arriba, la revolución en el gobierno, se dio la revolución desde abajo, la revolución popular.




       




       




      El proceso de emancipación




       




      En 1808, al abdicar Carlos IV y Fernando VII la Corona de España e Indias en Napoleón Bonaparte a causa de la invasión francesa de la Península, no sólo quedó acéfala la monarquía española, sino que desapareció la base de legitimidad en que se sustentaba toda su organización política. Entonces apareció en un primer plano el principal elemento sobre el que se iba a reconstituir el Estado español: el pueblo. Fue el pueblo peninsular el que decidió tomar la iniciativa, y esto, como bien señala Josep Fontana, no sólo dio paso al análisis crítico del Antiguo Régimen sino a que se percibiera con toda claridad la necesidad de una profunda transformación social; de ahí que la lucha contra el invasor fuera al mismo tiempo la lucha por la libertad, y la revolución se hiciera tanto en defensa del rey como de la religión y de las costumbres. Porque la ausencia de un monarca legítimo y el sometimiento de la mayoría de las autoridades a los franceses llevaron a la formación, en el nivel local primero y más tarde en el provincial, de Juntas de Gobierno por toda España en las que de una u otra manera se dio la participación de grandes sectores de la población. Mediante estas juntas que, convertidas en el instrumento de la revolución política, sustituyeron a —o fueron reconocidas por— las antiguas autoridades, el poder pasó en forma muy rápida a las instituciones surgidas del levantamiento popular, y esto llevaría al establecimiento de un gobierno representativo en la Península.




      La crisis de la monarquía española repercutió en todas sus posesiones y desencadenó una serie de cambios muy rápidos y de muy diversa naturaleza que en una primera instancia resultaron ser, al igual que la crisis, de índole fundamentalmente política; de ahí que las emancipaciones americanas fueran, más que otra cosa, procesos políticos, ya que tuvieron como eje fundamental la lucha por el poder. A partir de entonces se inició un proceso de politización de la sociedad en prácticamente toda la América española en el que no sólo se intensificaría la actividad política, sino que se darían nuevas formas del quehacer y del pensar en este ámbito, lo que a la larga devendría en la formación y el desarrollo de una nueva cultura política.




       




      La ruptura del pacto colonial




      La respuesta inicial a los acontecimientos peninsulares de 1808 fue la misma en casi todos los dominios españoles. En diversas regiones americanas se formaron, o se intentaron formar, Juntas de Gobierno que debían declarar la guerra a los franceses, preservar el territorio para su legítimo monarca y gobernarlo en su nombre. El hecho de enfrentar a un enemigo común intensificó un sentimiento general de identidad española, pero las nuevas circunstancias fueron también aprovechadas para promover diversos intereses surgidos o fortalecidos a raíz de las reformas borbónicas, en particular los de quienes buscaban alcanzar una cierta autonomía dentro de la estructura política de la monarquía española. Por ello, las respuestas comenzaron a diferenciarse. El caso más extremo fue el de la Nueva España, donde, a diferencia de lo que sucedió en otros dominios españoles, se produjo la ruptura del pacto colonial iniciada en el centro mismo y en la cúpula del poder virreinal.




      El principal portavoz de los intereses autonomistas novohispanos fue el ayuntamiento de México, compuesto en su mayoría de criollos o americanos. Sustentado en ordenamientos legales vigentes, aunque en desuso, y siguiendo el ejemplo peninsular, en nombre de todo el reino como su cabeza y metrópoli propuso el establecimiento de una Junta de Gobierno mientras se reunían unas Cortes novohispanas. Dicha junta debía ocuparse de defender a la Nueva España del peligro francés pero, sobre todo, debía llenar el vacío entre las autoridades coloniales y el monarca. Reaccionaron entonces los sectores directamente vinculados con la Península, los metropolitanos, cuyo portavoz fue la audiencia de México, integrada casi en su totalidad por españoles europeos o peninsulares, cuya retórica fue la de la justificación de la condición colonial y, por lo tanto, el total sometimiento a la Península de los dominios americanos.




      El virrey José de Iturrigaray advirtió en las propuestas del ayuntamiento la oportunidad de reforzar su poder, que parecía diluirse a causa de los inesperados acontecimientos peninsulares, por lo que convocó a varias juntas de autoridades y cuerpos de la capital para discutirlas. Pero dichas juntas no sirvieron para acordar el establecimiento de una Junta de Gobierno sino para precisar con mayor claridad las dos posturas en pugna y para discutir abiertamente cuestiones de interés, como qué era el pueblo y cuáles sus derechos, o cuál era el lugar que ocupaba o debía ocupar la Nueva España dentro de la monarquía. Ante este enfrentamiento, la élite novohispana, tanto peninsular como criolla, unida después de que la consolidación de vales reales afectara por igual a ambos sectores, se dividió y, al hacerlo, dividió a toda la sociedad del virreinato.




      Al enfrentamiento siguió la interrupción del diálogo de manera violenta la noche del 15 de septiembre de 1808, cuando los defensores de los intereses metropolitanos encarcelaron al virrey y a los principales promotores de los intereses autonomistas. Este golpe de Estado dado por un pequeño grupo de peninsulares con el apoyo de la audiencia y otras autoridades fue atribuido al pueblo, lo que dio ocasión a que éste irrumpiera por vez primera como actor en el proceso político de la Nueva España. Esta rebelión radicalizó el enfrentamiento e impidió el establecimiento de una Junta de Gobierno, anhelo de numerosos novohispanos.




      Poco tiempo después, nuevas circunstancias abrieron otras oportunidades a la acción política. Unas surgieron dentro del sistema, a través de los cambios habidos en la metrópoli, donde los liberales lograron tomar la iniciativa en el proceso de reorganización de todo el sistema político de la monarquía española que llevó, primero, al establecimiento de una Suprema Junta Central Gubernativa del Reino, después al de una Regencia y más tarde al de unas Cortes que pretendieron representar a toda la nación española. La primera oportunidad de actuar se dio en 1809, cuando la Junta Central, necesitada de conseguir legitimidad y apoyos, especialmente económicos, de todos los dominios de España, convocó a elegir diputados en sus distintos territorios para integrarse a ella y decretó que los reinos americanos no eran colonias sino parte esencial e integrante de la monarquía española. A pesar de que la representación americana en el máximo órgano del nuevo gobierno metropolitano no debía ser, ni con mucho, paritaria, su convocatoria avaló la pretensión de los americanos de que el virreinato fuera considerado parte integrante de la monarquía y reabrió la vía autonomista que parecía haberse cerrado con el golpe de Estado de 1808. En este proceso tomaron parte los ayuntamientos, ya que quedaron a su cargo las elecciones, lo que les brindó la posibilidad de recuperar esa posición por la que tanto habían peleado —muy en particular el de la ciudad de México—, de ser en quienes recaía la representación de las provincias.




      Oportunidad de mayor importancia ofrecieron en 1810 las elecciones para representantes ante las Cortes Generales y Extraordinarias, cuya convocatoria, emitida en mayo de 1809, establecía que todos los diputados debían ser naturales de las provincias que representarían, oficializándose el debate que sobre la representación había comenzado ya en España y sus territorios y cuyos trabajos abrieron para toda la monarquía española el camino a la modernidad política. Hay que señalar que estas Cortes no fueron las primeras convocadas por entonces. Interesado en dominar España y controlar América, Napoleón las había convocado desde 1808 en Bayona, donde promulgaron una Constitución que propuso una profunda transformación de la organización social y económica de España y sus dominios al suprimir diversos privilegios y declarar la libertad de comercio, de industria y de cultivos, además de otorgar igualdad de derechos a los americanos y a los asiáticos con respecto a los peninsulares. Propuestas que, a pesar de no haber llegado a implementarse, repercutieron en el proceso hispano y en buena parte fueron retomadas por éste.
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      Las opciones de la insurgencia




      También surgieron posibilidades de acción fuera del sistema, y esto fue tanto o más decisivo porque esta circunstancia permitió que los novohispanos dieran a su proceso de emancipación unas características que lo hacen único. Los sucesos de 1808 dieron lugar a que la violencia apareciera como una alternativa viable para los descontentos de toda clase y condición, tanto los que se sintieron agraviados por el golpe de Estado como aquellos que se habían visto afectados por la exclusión de los americanos de los niveles más altos del gobierno de la colonia o por la reducción de su sistema crediticio y los préstamos forzosos. Se organizaron entonces conspiraciones en diversos centros urbanos para derrocar al régimen, cuyos repetidos fracasos darían lugar más tarde a la aparición de grupos secretos organizados, como las conjuras, al cobijo de las tertulias y otros espacios de sociabilidad. De esta manera, fueron los grupos urbanos los que tomaron la iniciativa, de lo que es muestra la conspiración descubierta en Valladolid de Michoacán en 1809, cuyos planes incluían el derrocamiento del régimen por medio de la fuerza; y fue otra conspiración urbana vinculada a ella, esta vez en Querétaro y otros puntos del Bajío, la que al ser descubierta en septiembre de 1810 abrió el camino hacia la ruptura abierta y declarada, el de la lucha armada, inicio del proceso de militarización de la sociedad novohispana, que a partir de entonces correría parejo con el de su politización al llevar a los comandantes militares, tanto de signo insurgente como contrainsurgente, a una posición dominante en las regiones bajo su mando.




      La insurrección encabezada por Miguel Hidalgo presenta diversas facetas y no pocas contradicciones. Además de haberse dado también en ella esa mezcla entre tradicionalismo y modernidad presente en la revolución española, no contó con planes definidos y bien organizados que ofrecieran alternativas convincentes a todos los novohispanos, en particular a los grupos que conformaban las clases más altas de la sociedad, pero fue muy rápida la respuesta que recibió de determinados sectores, sobre todo de los estratos socioeconómicos más bajos. La propuesta de sus dirigentes de defender al reino, al rey y a la religión del peligro francés, así como la de establecer una Junta de Gobierno, guardan no poca semejanza con las peninsulares de 1808, y la apertura de espacios para los americanos resulta una reivindicación autonomista de tradición criolla, mientras que la de combatir al mal gobierno recupera ese, varias veces centenario, grito de protesta novohispano. A lo anterior se sumaron las reivindicaciones de otros sectores sociales que formaron el grueso de las filas insurgentes, campesinos y trabajadores sobre todo, reivindicaciones de índole bien distinta, como la tenencia de la tierra, las condiciones de trabajo o el deterioro en los niveles de vida, que le dieron a la insurgencia novohispana una conformación y una dinámica muy propias: las de una insurrección netamente popular.




      Por otra parte, la insurgencia presentó vertientes regionales de gran diversidad e interés, que dificultaron el establecimiento de un centro común que las coordinara ya que aquélla fue, en muchos de los casos, una respuesta a la problemática particular de localidades y provincias y no tanto a la del virreinato en general. Se dieron, en realidad, varias insurgencias, siendo las ligas entre ellas a veces muy tenues o inexistentes. Incluso los dirigentes que pretendieron dar cohesión y unificar el movimiento, como Ignacio Rayón y José María Morelos, fueron en ocasiones un tanto localistas, por no hablar de los de segunda fila, que no se interesaron sino rara vez por la insurgencia en su conjunto. Todo esto llevó a que, a pesar de los esfuerzos de sus principales dirigentes, la realidad del movimiento, sobre todo en sus inicios, fue la violencia, el desorden y la ruptura en todos los órdenes, lo que le enajenó el apoyo de muchos de los descontentos con el régimen colonial.




      Hidalgo, quien se consideraba como el representante de la nación y derivaba su autoridad del pueblo en armas, se ocupó de organizar los gobiernos locales sobre las bases del antiguo sistema al tiempo que pretendió establecer un gobierno insurgente y se planteó la necesidad de establecer un Congreso o unas Cortes y de redactar una Constitución. Pero también se ocupó de atender, y cada vez más, importantes cuestiones sociales y económicas, decretando la abolición de la esclavitud y la supresión del tributo, de las cajas de comunidad, de los monopolios y de algunas prohibiciones de cultivo y de fabricación, libertades, muchas de ellas, que serían discutidas más tarde en las Cortes españolas. Morelos decretó de manera paralela o retomó las libertades promulgadas por Hidalgo, amén de varias otras; asimismo, y cada vez con mayor empeño, se ocupó de organizar el gobierno insurgente. Y es que tanto él como Rayón entendieron la necesidad de convertir la insurgencia en un movimiento integral y organizado. Para ello buscaron el apoyo no sólo de los que apoyaban sus propuestas sino de los descontentos con el régimen. De esta manera, consiguieron una que otra imprenta, con lo que pudieron dar a conocer sus proyectos y defenderse de los ataques de las autoridades coloniales. Aparecieron entonces los numerosos, si bien efímeros, periódicos de los insurgentes. También se pasaron a sus filas varios abogados que cooperaron en el establecimiento de las bases teóricas y en la organización política del movimiento.




      Poco después de la prisión de Hidalgo y otros jefes insurgentes en marzo de 1811, Rayón se propuso crear como órgano rector de la insurgencia esa institución tan anhelada desde 1808, una Junta de Gobierno, cuyos integrantes debían ser nombrados por los representantes de las provincias. Establecida en Zitácuaro el 19 de agosto de 1811, la Suprema Junta Nacional Americana sostuvo que su implantación tenía como propósito cumplir con las ideas de Hidalgo y demás iniciadores de la insurgencia y que respondía a un deseo general de pueblos y habitantes, tropas y oficiales, además de representar a la nación, e incluso derivar su establecimiento de un pacto celebrado por la nación misma. Así, debía quedar integrada por cinco individuos nombrados por los representantes de las provincias, de los que se eligieron sólo tres por la urgencia del momento mediante un proceso electoral en el que tomaron parte trece jefes insurgentes, si bien para su integración se hizo una amplia consulta tanto entre los insurgentes como entre los partidarios de la insurgencia en las zonas controladas por el régimen colonial.




      La Suprema Junta no llegó a significar un corte total con la Península, ya que continuó invocando la figura del monarca, del «deseado» Fernando VII. Tampoco alcanzó a decretar medidas importantes sobre la organización política del movimiento o sobre las libertades individuales, pero abrió el camino a una nueva época en el debate político. Así, José María Cos, para reivindicar los derechos de los americanos, en su Plan de Paz y en su Plan de Guerra, fechados en marzo de 1812, recurrió a los principios liberales expresados en las Cortes. Y el mismo Rayón, tan poco inclinado a los cambios, elaboró unos «Elementos Constitucionales», aparecidos en junio de ese año, en los que precisaba que la soberanía dimanaba inmediatamente del pueblo y establecía los lineamientos para la organización del nuevo gobierno, señalando que aunque los tres poderes eran propios de la soberanía, el legislativo lo era de modo «inherente», al tiempo que abolía la esclavitud, y decretaba, entre otras, la libertad de comercio y la de imprenta.




      Pero la Suprema Junta no alcanzó el éxito que merecía, lo que se debió principalmente a la separación primero y más tarde al enfrentamiento entre sus tres vocales originarios. De nada sirvieron los esfuerzos conciliatorios de Morelos, nombrado su cuarto vocal, lo que lo llevó a sustituir la junta por un Congreso en el que hubiera una representación más cabal de las provincias. Por ello, convocó a extensos y largos procesos electorales en los territorios entonces bajo su control: Tecpan, Veracruz, Puebla, México y Michoacán, mientras que el quinto vocal electo para la junta por la provincia de Oaxaca se convirtió en el primer diputado del nuevo Congreso. En varios de estos procesos electorales se utilizó el modelo que habían establecido las Cortes españolas, mientras que para otros se tomaron en cuenta las distintas formas de organización política y social de las regiones y, a pesar de las diferencias que presentaron y del mayor o menor éxito que tuvieron, en todos ellos participaron amplios sectores de la población.




      El Supremo Congreso Nacional Americano establecido en Chilpancingo en septiembre de 1813 constituyó un verdadero órgano de gobierno alterno y estableció los principios sobre los que debía construirse un nuevo orden político ya no de índole monárquica sino republicana, si bien tanto en su conformación como en sus atribuciones se pueden ver claras huellas del modelo gaditano. Integrado por representantes de distintas provincias que abarcaban un vasto territorio, debía concentrar en sí los poderes y dividir y coordinar su ejercicio, pues, como había ocurrido en las Cortes españolas, el legislativo devino en el poder supremo, forma de organización que, dicho sea de paso, tendría importantes repercusiones en la conformación del Estado nacional mexicano. De esta manera, el Congreso se ocupó de confirmar tanto al poder ejecutivo, encargado de coordinar las actividades militares, como al judicial, designados ambos mediante sendos procesos electorales en los que, a pesar de no haber habido una participación popular directa, tomaron parte individuos y corporaciones de distintas regiones novohispanas. Asimismo, el 6 de noviembre de 1813 emitió un acta en la que se declaraba, por fin, la independencia de España, y también se ocupó de constituir la nueva nación, para lo cual elaboró, después de consultar a muy diversos sectores, el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, que vería la luz el 24 de octubre de 1814. Este Decreto Constitucional, que prácticamente no llegaría a entrar en vigor, refleja, desde luego, las ideas de los principales teóricos insurgentes, pero también muestra influencias del constitucionalismo español y sobre todo del francés. Así, en su primera parte, reconoce la soberanía popular, la libre autodeterminación de los pueblos, el derecho a la ciudadanía, la igualdad ante la ley y el respeto a la libertad y los derechos civiles además de mantener a la religión católica como la única permitida, mientras que en la segunda establece la soberanía del Congreso y reconoce la división de poderes.
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